
 

 

Señor (a) 

JUEZ 6 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE TUNJA 

E.                            S.                                                          D. 

 

 

REF.:     ACCIÓN EJECUTIVA  

 DEMANDANTE: BENILDA PINEDA ARENAS 

DEMANDADO: UNIDAD DE PENSIONES Y PARAFISCALES– UGPP 

RADICADO: 15001333300720150012500 

 

LAURA MARITZA SANDOVAL BRICEÑO, identificada con la cédula de ciudadanía número 

46.451.568 de Duitama y tarjeta profesional número 139.667 del Consejo Superior de la 

Judicatura actuando como apoderada judicial de la UNIDAD DE PENSIONES Y PARAFISCALES– 

UGPP, y atendiendo las directrices de la entidad, me permito interponer RECURSO DE 

APELACIÓN en contra del auto de fecha 10 de julio de 2020, a través del cual se modificó la 

liquidación del crédito, en los siguientes términos.  

 

DE LOS REQUISITOS DEL TITULO Y LA REVISIÓN DE OFICIO DE LOS REQUISITOS EN 
CUALQUIER ETAPA DEL PROCESO EJECUTIVO. 

 
En recientes pronunciamientos en acciones de tutela, la Honorable Corte Suprema de Justicia, 
reiterando lo señalado en fallo previo dentro de un proceso ordinario laboral, señaló que: 

 
Esta Corte ha insistido en la pertinencia y necesidad de examinar los títulos 
ejecutivos en los fallos, incluidos los de segundo grado, pues, se memora, los jueces 
tienen dentro de sus deberes, escrutar los presupuestos de los documentos 
ejecutivos, “potestad-deber” que se extrae no sólo del antiguo Estatuto Procesal 
Civil, sino de lo consignado en el actual Código General del Proceso. 
 
Sobre lo advertido, esta Corporación esgrimió: 
 
“(…) [R]elativamente a específicos asuntos como el auscultado, al contrario de lo 
argüido por la (…) quejosa, sí es dable a los juzgadores bajo la égida del Código de 
Procedimiento Civil, y así también de acuerdo con el Código General del Proceso, volver, 
ex officio, sobre la revisión del «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia (…)”. 
 
“(…)”. 
 
“Y es que sobre el particular de la revisión oficiosa del título ejecutivo esta Sala precisó, 
en CSJ STC18432-2016, 15 dic. 2016, rad. 2016-00440-01, lo siguiente: 
 
“Los funcionarios judiciales han de vigilar que al interior de las actuaciones procesales 
perennemente se denote que los diversos litigios, teleológicamente, lo que buscan es 
dar prevalencia al derecho sustancial que en cada caso se disputa (artículos 228 de la 



 

 

Constitución Política y 11 del Código General del Proceso); por supuesto, ello comporta 
que a los juzgadores, como directores del proceso, legalmente les asiste toda una serie 
de potestades, aun oficiosas, para que las actuaciones que emprendan atiendan la 
anotada finalidad, mismas que corresponde observarlas desde la panorámica propia de 
la estructura que constituye el sistema jurídico, mas no desde la óptica restricta 
derivada de interpretar y aplicar cada aparte del articulado de manera aislada (…)”. 
 
“Entre ellas, y en lo que atañe con el control que oficiosamente ha de realizarse sobre el 
título ejecutivo que se presenta ante la jurisdicción en pro de soportar los diferentes 
recaudos, ha de predicarse que si bien el precepto 430 del Código General del Proceso 
estipula, en uno de sus segmentos, en concreto en su inciso segundo, que «[l]os 
requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de 
reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia 
sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. 
En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o 
declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la 
ejecución, según fuere el caso», lo cierto es que ese fragmento también debe 
armonizarse con otros que obran en esa misma regla, así como también con otras 
normas que hacen parte del entramado legal, verbigracia, con los cánones 4º, 11, 42-2º y 
430 inciso 1º ejúsdem, amén del mandato constitucional enantes aludido (…)”. 
 
“Por ende, mal puede olvidarse que así como el legislador estipuló lo utsupra 
preceptuado, asimismo en la última de las citadas regulaciones, puntualmente en su 
inciso primero, determinó que «[p]resentada la demanda acompañada de documento 
que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado 
que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel 
considere legal» (…)”. 
 
“De ese modo las cosas, todo juzgador, no cabe duda, está habilitado para volver a 
estudiar, incluso ex officio y sin límite en cuanto atañe con ese preciso tópico, el título 
que se presenta como soporte del recaudo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto 
al analizar, por vía de impugnación, la orden de apremio impartida cuando la misma es 
de ese modo rebatida, como también a la hora de emitir el fallo con que finiquite lo 
atañedero con ese escrutinio judicial, en tanto que ese es el primer aspecto 
relativamente al cual se ha de pronunciar la jurisdicción, ya sea a través del juez a quo, 
ora por el ad quem (…)”. 
 
“Y es que, como la jurisprudencia de esta Sala lo pregonó en plurales oportunidades 
relativamente a lo al efecto demarcado por el Código de Procedimiento Civil, lo cual 
ahora también hace en punto de las reglas del Código General del Proceso, para así 
reiterar ello de cara al nuevo ordenamiento civil adjetivo, ese proceder es del todo 
garantista de los derechos sustanciales de las partes trabadas en contienda, por lo que 
no meramente se erige como una potestad de los jueces, sino más bien se convierte en 
un «deber» para que se logre «la igualdad real de las partes» (artículos 4º y 42-2º del 
Código General del Proceso) y «la efectividad de los derechos reconocidos por la ley 
sustancial» (artículo 11º ibidem) (…)”. 
 



 

 

“Ese entendido hace arribar a la convicción de que el fallador mal puede ser un 
convidado de piedra del litigio, sino que, en cambio, antes que otra cosa, tiene que 
erigirse dentro del juicio en un defensor del bien superior de la impartición de justicia 
material. Por tanto, así la cita jurisprudencial que a continuación se transcribe haya 
sido proferida bajo el derogado Código de Procedimiento Civil, la misma cobra plena 
vitalidad para predicar que del mismo modo, bajo la vigencia del Código General del 
Proceso: [T]odo juzgador, sin hesitación alguna, […] sí está habilitado para estudiar, 
aun oficiosamente, el título que se presenta como soporte del pretenso recaudo 
ejecutivo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de 
impugnación, la orden de apremio dictada cuando la misma es rebatida, y ello 
indistintamente del preciso trasfondo del reproche que haya sido efectuado e incluso 
en los eventos en que las connotaciones jurídicas de aquel no fueron cuestionadas, 
como también a la hora de emitir el fallo de fondo con que finiquite lo atañedero con 
ese escrutinio judicial, en tanto que tal es el primer tópico relativamente al cual se ha 
de pronunciar a fin de depurar el litigio de cualesquiera irregularidad sin que por ende 
se pueda pregonar extralimitación o desafuero en sus funciones, máxime cuando el 
proceso perennemente ha de darle prevalencia al derecho sustancial (artículo 228 
Superior) (…)”. 
 
“(…)”. 
 
“En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General del 
Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de revisar 
«de oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de única, 
primera o segunda instancia (…), dado que, como se precisó en CSJ STC 8 nov. 2012, 
rad. 2012-02414-00, «en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar los términos 
interlocutorios del mandamiento de pago, en orden a verificar que a pesar de haberse 
proferido, realmente se estructura el título ejecutivo (…) Sobre esta temática, la Sala 
ha indicado que “la orden de impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se 
profieran en los procesos ejecutivos, implica el previo y necesario análisis de las 
condiciones que le dan eficacia al título ejecutivo, sin que en tal caso se encuentre el 
fallador limitado por el mandamiento de pago proferido al comienzo de la actuación 
procesal (…)”. 
 
“De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste al 
canon 422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden de 
apremio y también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, inclusive 
de forma oficiosa (…)”.  
 
“Y es que, valga precisarlo, el legislador lo que contempló en el inciso segundo del 
artículo 430 del Código General del Proceso fue que la parte ejecutada no podía 
promover defensa respecto del título ejecutivo sino por la vía de la reposición contra el 
mandamiento de pago, cerrándole a ésta puertas a cualquier intento ulterior de que 
ello se ventile a través de excepciones de fondo, en aras de propender por la economía 
procesal, entendido tal que lejos está de erigirse en la prohibición que incorrectamente 
vislumbró el tribunal constitucional a quo, de que el juzgador natural no podía, motu 
proprio y con base en las facultades de dirección del proceso de que está dotado, 



 

 

volver a revisar, según le atañe, aquel a la hora de dictar el fallo de instancia; otro 
entendido de ese precepto sería colegir inadmisiblemente que el creador de la ley lo 
que adoptó fue la ilógica regla de que de haberse dado el caso de librarse orden de 
apremio con alguna incorrección, ello no podía ser enmendado en manera alguna, 
razonamiento que es atentatorio de la primacía del derecho sustancial sobre las 
ritualidades que es postulado constitucional y que, por ende, no encuentra ubicación 
en la estructura del ordenamiento jurídico al efecto constituido (…)”1. 

 
 
DEL CASO EN CONCRETO 
 
El título ejecutivo, del presente proceso, corresponde al acuerdo conciliatorio aprobado por su 
despacho el 14 de abril de 2014, el cual entre otras indicó lo siguiente: 
 

 
 
Y resolvió: 
 

                                                             
1 CSJ. STC4808 de de abril de 2017, exp. 11001-02-03-000-2017-00694-00, reiterada en STC4053 

de 22 de marzo de 2018, exp. 68001-22-13-000-2018-00044-01 



 

 

 
 
El anterior fallo quedó ejecutoriado el 11 de abril de 2014. 
 
De acuerdo con lo anterior, conforme con el presente título, es claro que en ningún momento 
se ordenó la aplicación del Art. 1657 del C.C. para la liquidación de los intereses, en igual sentido 
se manifiesta lo siguiente: 
 
Las obligaciones de dar, es este caso pagar una suma de dinero, entendido como un bien 
patrimonial, puede generar una rentabilidad, o en términos comerciales, la posibilidad de 
producir intereses. Estos intereses asimilados a frutos civiles (art. 717 del .C.C.) son una 
prestación accesoria de las obligaciones de dinero. En concreto, en los intereses moratorios 
son los que se deben a titulo de indemnización de perjuicios por el retardo en el pago de la 
obligación principal, y se calculan desde el momento en que el deudor incurre en mora. 
 
Los intereses moratorios (que se generan según los art. 177 del anterior C.C.A. o artículo 192 en 
el actual CPACA) por el pago de la condenas de carácter laboral en la jurisdicción de lo 
Contencioso administrativo, tienen la característica de ser accesorios al pago de la suma de la 
condena, y de pagarse a título de indemnización, por lo tanto se diferencian de los frutos 
simplemente civiles consagrados en el artículo 717 del C.C. El reconocimiento de estos intereses 
no puede hacerse desde la perspectiva de un negocio jurídico privado entre particulares, sino 
como resultado de una obligación causada en donde esta de por medio el interés colectivo del 
patrimonio público. 
 
El Artículo 1653 del Códi Civil, incluido en el título XVI “De los modos de extinguirse las 
obligaciones y primeramente de la solución o pago efectivo”, dice: 
 

Art. 1653: Si se deben capital e intereses, el pago imputará primeramente los intereses, 
salvo que el acreedor consienta expresamente que se impute a capital.” 

 
El CPACA estableció cuales son los documentos que constituyen un título ejecutivo, y además, 
los términos y condiciones para el pago de las obligaciones que se derivan de una sentencia 
judicial como titulo ejecutivo, y solamente en cuanto al trámite judicial del proceso ejecutivo se 
remite a las normas generales de procedimiento, pero ello no implica la aplicación del régimen 
de las obligaciones estipulado en el Código Civil. Existen diferencias entre las obligaciones 



 

 

exigibles a las entidades públicas y las que deben cumplir los particulares, porque en el ámbito 
de lo público no puede perderse de vista que estamos ante la dimensión del interés colectivo 
del patrimonio público, que por su finalidad exige una especial protección constitucional. 
 
En relación con los especiales procedimientos que se deben tener en cuenta al momento de 
liquidar y pagar una condena en contra de una entidad pública, ordenada por la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, y sus diferencias con el pago de las obligaciones civiles, dijo la 
Corte Constitucional lo siguiente: 
 

"5.3. Inexistencia vulneración del derecho a la igualdad 
Expediente 11001-33-42-047-2016-00039-01 
El accionante señala que la norma acusada desconoce el derecho a la igualdad, pues 
establece que durante un término de diez (10) meses desde que se ha declarado la 
obligación el acreedor devengará solamente intereses moratorios al DTF y no 
intereses moratorios comerciales, lo cual impondría al particular una carga que no 
debe soportar, sin embargo esta Corporación encuentra que no existe vulneración a 
este derecho por las siguientes razones: 
4.5.3.1. En primer lugar, el procedimiento para el pago de las obligaciones de la 
administración pública es completamente distinto al llevado a cabo por los 
particulares, pues éstos no deben cumplir con las normas del presupuesto ni con los 
procedimientos internos de las entidades públicas, por lo cual resulta razonable 
establecer un plazo distinto para el cumplimiento de las obligaciones del Estado. 
En este sentido, el articulo 192 de la Ley 1437 de 2011 contempla un procedimiento que 
deben llevar a cabo las entidades públicas para el cumplimiento de sus obligaciones 
en un plazo de 10 meses, el cual no se encontraba regulado en el Código Contencioso 
Administrativo, situación que ha variado las reglas aplicables antes de la vigencia del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
4.5.3.2. En segundo lugar, la norma sí consagra un interés moratorio en contra de la 
administración pública, pues la DTF no solamente tiene un componente inflacionario, 
sino también un valor adicional que se reconoce en este caso como el elemento 
indemnizatorio. 
 
4.5.3.3. En tercer lugar, esta Corporación ha reconocido la posibilidad de que existan 
diferencias entre las tasas de interés en el ordenamiento jurídico colombiano, tal 
como sucede con los intereses civiles y los comerciales. En este sentido, 
históricamente tas tasas de interés contempladas en el Código de Comercio han sido 
muy superiores a la tasa de interés del 6 por ciento anual establecida en el Código 
Civil, llegando incluso a ser más de cuatro veces mayor en el año 2001. 
 
Por lo anterior se considera que la norma demandada no vulnera el derecho a la 
igualdad, pues reconoce el pago de intereses moratorios por parte del Estado a una 
tasa especial Justificada en virtud del procedimiento para el pago que deben cumplir 
las entidades públicas según la propia ley 1437 de 2011 para no desconocer los 
principios presupuéstales y los trámites administrativos al interior de las entidades 
públicas. (Subraya la Sala) 

 



 

 

En materia de procesos ejecutivos, el CPACA previo de manera expresa los alcances 
económicos del cobro de un título ejecutivo, según lo señalado en los artículos 192 y siguientes, 
es decir, no hay lugar a aplicar la disposición contenida en el artículo 1653 del Código Civil, 
porque no existe ningún vacío en las normas, sino una diferencia explicada y sustentada entre 
el procedimiento de liquidación de las obligaciones a cargo de las entidades públicas y de las 
obligaciones a cargo de los particulares. 
 
Al cumplir la sentencia, la administración tiene que pagar una suma por concepto de intereses 
moratorios, porque el particular no está en la obligación de soportar los retardos en el 
reconocimiento de su derecho; pero este reconocimiento se limita al pago de una condena 
específica, sin que de ella puedan surgir otras sumas que generen un detrimento al tesoro 
público, pues como lo señaló la Corte 
Constitucional en la sentencia citada, el cumplimiento de una obligación por parte de la 
administración es distinto de aquellos negocios jurídicos entre particulares. 
 
Se precisa que el Consejo de Estado en procesos distintos a los de naturaleza laboral 
administrativa ha dado aplicación al artículo 1653 del C.C., en concreto, cuando se trata del 
pago de obligaciones derivadas de los contratos estatales, en donde sí se podrían utilizar las 
normas civiles y comerciales, pero en tas liquidaciones de condenas sobre derechos 
pensiónales, de reconocimiento o reajustes salariales o prestacionales (derechos mínimos e 
irrenunciables), en donde están de por medio las normas laborales y de seguridad social, no 
tienen cabida las instituciones propias de las obligaciones entre particulares reguladas por el 
Código Civil. 
 
El CPACA prevé un reconocimiento de una actualización para evitar la pérdida del poder 
adquisitivo de la suma señalada en la condena, además del reconocimiento de una 
indemnización representada en los intereses moratorios que reconoce la norma, sin que se 
pueda distorsionar el contenido de la sentencia, la cual se satisface con el pago de la obligación 
ordenada en ella, más la liquidación accesoria de los intereses. 
 
 

• La sostenibilidad financiera del sistema pensional y los derechos fundamentales 
 

La Honorable Corte Constitucional en Sentencia SU-140 de 2019, señaló lo siguiente frente a la 
sostenibilidad Financiera del Sistema pensional: 
 

(…) el Legislativo expidió la Ley 100 de 1993 que, como ya se explicó (ver supra 2.8. y 
ss.), reguló integralmente el sistema de seguridad social y creó un nuevo sistema 
pensional administrado a través de dos modelos excluyentes: RPM y el RAIS. No 
obstante que en la Ley 100 se previeron unos principios de universalidad, solidaridad e 
integralidad dirigidos a mejorar la cobertura, el sistema pensional siguió padeciendo 
de problemas de sostenibilidad, lo que dio lugar al trámite y aprobación del ya 
referido Acto Legislativo 01 de 2005, que adicionó el artículo 48 superior 
(ver supra 2.13 y ss.). Sobre la necesidad y justificación de esta reforma constitucional 
la jurisprudencia sostuvo que para la fecha de promulgación del Acto Legislativo 01 de 
2005, “Colombia tenía el cuarto pasivo pensional más alto del mundo con un 170 % del 
Producto Interno Bruto (PIB) con un nivel de cobertura muy bajo que correspondía al 



 

 

23% de las personas mayores de 60 años. (…) las cifras macroeconómicas indicaban 
que en Colombia el número de afiliados era de 11.5 millones de personas, de los cuales 
solamente eran cotizantes activos 5,2 millones, frente a una población 
económicamente activa de 20,5 millones de personas. Estas cifras daban lugar a que el 
número de pensionados en Colombia alcanzara solo a un millón de personas, frente a 
cuatro millones de personas en edad de jubilación.”[197] 
  
Entre otros aspectos y adicionalmente a los que se trataron en el anterior numeral 
3.3 supra, el Acto Legislativo 01 de 2005 incorporó al artículo 48 superior el principio 
de sostenibilidad financiera del sistema pensional; principio éste que no es plausible 
de asimilar al marco de sostenibilidad fiscal de que trata el artículo 334 de la 
Constitución tal y como quedó luego de expedido el Acto Legislativo 03 de 2011[198]. 
  
En efecto, según la jurisprudencia, al prever un marco de sostenibilidad fiscal en el 
artículo 334 de la Carta, el constituyente derivado optó por elevar a rango 
constitucional un marco general de política económica; esto es, un instrumento 
que: (i) “no es ni un derecho, ni un principio constitucional, ni representa un fin 
esencial del Estado”; (ii) “[no] persigue fines autónomos, ni establece mandatos 
particulares, por lo cual se define como un criterio que orienta a las autoridades de las 
diferentes ramas del poder para asegurar el cumplimiento de los fines del Estado [y 
que] (p)or lo anterior, no puede sobreponerse a la efectiva garantía de los derechos 
consagrados en la Constitución ni contradecir el núcleo dogmático de la 
misma”; (iii) que más bien es “una herramienta que se subordina al cumplimiento de 
dichos fines estatales y que carece de propósitos propios o independientes, es decir 
que no es fin en sí misma”[199]; y (iv) que, so pretexto de aplicar dicha sostenibilidad 
fiscal, ésta no se puede utilizar para restringir o afectar derechos 
fundamentales[200] “pues ello significaría que un principio constitucional que otorga 
identidad a la Carta Política [fuera] desplazado por un marco o guía para la actuación 
estatal, lo que es manifiestamente erróneo desde la perspectiva de la interpretación 
constitucional”[201] , sin perjuicio de lo cual “resulta válido afirmar que las autoridades 
administrativas, legislativas y judiciales deberán tener en cuenta el criterio de la 
sostenibilidad fiscal en sus actuaciones y decisiones que adopten para el 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado, entre ellos, el logro progresivo del 
goce efectivo de los derechos fundamentales”[202]. 
  
Por el contrario, para la jurisprudencia la sostenibilidad financiera del sistema 
pensional: (i) es “una preocupación transversal a la [respectiva] reforma 
[constitucional]”[203]; (ii) “es un principio constitucional que debe ser consultado en 
la dirección y control del sistema de seguridad social [y] las medidas que se adopten 
para alcanzar tal fin son necesarias, máxime si (…) no se evidencia la lesión de un 
derecho sino el límite para acceder a un eventual beneficio”[204]; (iii) que “no 
desvirtúa el mandato cuya realización incumbe al Legislador, [sino que] simplemente 
señala expresamente un factor que ha de ser ponderado por la ley, cuya importancia 
por otra parte ha sido puesta de relieve por la jurisprudencia constitucional de tiempo 
atrás”[205]; y (iv) que debe interpretarse “como un mecanismo encaminado al logro 
del cometido de universalidad a través de la solidaridad del Estado y de las personas 
residentes en Colombia”[206] (Todo el énfasis es fuera de texto). 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn197
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn198
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn199
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn200
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn201
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn202
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn203
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn204
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn205
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/SU140-19.htm#_ftn206


 

 

  
En suma, puede afirmarse que mientras que la sostenibilidad fiscal que consagra el 
artículo 334 de la Carta se erige como un criterio jurídico general y orientador en 
tanto se refiere a las pautas que deben guiar al Estado en desarrollo de su función de 
director general de la economía nacional, de manera tal que se cuente con la efectiva 
posibilidad de cumplir con los cometidos estatales; la sostenibilidad financiera del 
sistema pensional, más allá de un principio, es una norma jurídica que establece en 
cabeza del operador judicial un mandato hermenéutico encaminado a lograr una 
relación de medio a fin entre esta última sostenibilidad y los propósitos de 
universalidad, solidaridad e integridad que rigen el sistema de la seguridad social. 
No sobra señalar, sin embargo, que si bien uno de los propósitos de la sostenibilidad 
financiera del sistema de pensiones es disponer que “cualquier regulación futura que 
se haga del régimen pensional debe preservar el equilibrio financiero del sistema 
general de pensiones”[207], tal precepto sólo es la consecuencia de la parte final del 
inciso 7º del artículo 48 superior; consecuencia ésta que, como se explicó 
inmediatamente atrás, no limita los efectos de dicho inciso a tal control de la 
regulación futura. 
 
Con fundamento en lo atrás señalado, la Corte advierte la relevancia de ponderar la 
sostenibilidad financiera del sistema pensional a la luz de los derechos fundamentales 
para, de este modo, encontrar en cuál contexto se permitiría el favorecimiento de 
aquella. Para el efecto, la Corte preliminarmente entrará a definir el marco 
constitucional general que, a su juicio, surge como relevante para realizar la 
respectiva ponderación. Veamos: 
  
El Estado Social de Derecho que consagra la Constitución Política de 1991 prevé la 
primacía de los derechos inalienables de las personas (CP, art. 5º) sobre cualquier otro 
principio o valor constitucional. Tales derechos corresponden a los derechos 
fundamentales que, en principio, consagra el Capítulo I del Título II de la Carta. No 
obstante, al margen del catálogo que emana del referido aparte constitucional[208], la 
jurisprudencia ha entendido que el carácter de fundamental de algunos 
derechos “[responde] a la idea de unos derechos que se radican en cabeza de toda 
persona, exclusivamente en razón de su condición como tal y como presupuesto para 
el desarrollo de la dignidad humana”[209]. Así mismo, de acuerdo con las normas que 
emanan de los acuerdos internacionales que por virtud del artículo 93 superior 
(bloque de constitucionalidad)[210] son criterios de interpretación en materia de 
derechos constitucionales, de conformidad con el Preámbulo de la Ley 16 de 1972 
(Convención Americana sobre Derecho Humanos”) puede decirse que como derechos 
fundamentales deben entenderse aquellos ‘derechos esenciales’ de las personas; 
criterio éste último que fue revelado por la Corte cuando al preguntarse sobre ¿Qué es 
inalienable, inherente y esencial?, respondió: “Podría responderse que inalienable es: 
"que no se puede enajenar, ceder ni transferir"; inherente: "que constituye un modo 
de ser intrínseco a este sujeto"; y esencial: "aquello por lo que un ser es lo que es, lo 
permanente e invariable de un ser" [211]. 
  
Como se explicó al inicio de esta sentencia, luego de ser considerada como un derecho 
social, ‘de segunda generación’ y únicamente susceptible de ser amparado en vía de 
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tutela por razón de su eventual conexidad con algún derecho que fuera 
fundamental per se, el estado actual de la jurisprudencia reconoce que la seguridad 
social es un derecho fundamental de protección constitucional autónoma 
(ver supra 2.4). 
  
Por otra parte, el concepto de núcleo esencial (o núcleo duro) de los derechos 
fundamentales ha sido utilizado por la Corte desde sus inicios a efectos de determinar 
el ámbito de un derecho fundamental ante el cual el Estado o los particulares deben 
ceder[212].  No hace mucho, en sentencias C-379 de 2016[213] y C-007 de 2017[214], la Corte 
retomó la definición que de tal noción hizo la Corte en Sentencia C-766 de 2008[215], 
explicando que  “el núcleo esencial se ha definido como el mínimo de contenido que el 
legislador debe respetar, es esa parte del derecho que lo identifica, que permite 
diferenciarlo de otros y que otorga un necesario grado de inmunidad respecto de la 
intervención de las autoridades públicas. Y, en sentido negativo debe entenderse el 
núcleo esencial de un derecho fundamental como aquel sin el cual un derecho deja de 
ser lo que es o lo convierte en otro derecho diferente o lo que caracteriza o tipifica al 
derecho fundamental y sin lo cual se le quita su esencia fundamental”. (Subraya fuera 
de texto). 
  
Dentro de los principios fundamentales del Estado Social de Derecho se encuentra el 
principio de la prevalencia del interés general sobre el interés particular (CP, arts. 
1º)[216]. Esta prevalencia, que un sector de la doctrina asume como uno de los 
elementos que justifican la existencia y personalidad del Estado a la luz 
la responsabilidad intergeneracional que este tiene[217], ha sido identificada por la 
jurisprudencia de la Corte como una cláusula que requiere que “el operador jurídico 
analice minuciosamente las particularidades de cada caso, intente armonizar el 
interés general con los derechos de los particulares y, en caso de no ser posible, lo 
pondere teniendo en cuenta la jerarquía de valores propia de la 
Constitución.”[218] Así, con arreglo a la primacía de los derechos fundamentales que 
prevé el artículo 5º superior, el Estado encuentra una barrera a su función de proteger 
el bien común pues la prevalencia del interés general no es absoluta al no poderse 
obtener a costa del sacrificio de dichos derechos[219]. 
  
Con fundamento en el anterior marco que, por una parte, prevé la primacía de los 
derechos fundamentales y la inmunidad de su núcleo esencial respecto de valores o 
principios de distinta naturaleza; y que, por otra parte, predica el deber estatal de 
propender por la defensa del interés general sobre el particular, la Corte aborda la 
ponderación del principio de la sostenibilidad financiera del sistema pensional a la luz 
de los derechos fundamentales, particularmente del derecho fundamental a la 
seguridad social en su esfera pensional. 
  

I.  NOTIFICACIONES 

 

Las de la entidad demandada que represento en la calle 19 No. 68 A - 18 Bogotá D.C., correo 

electrónico: notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  
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Su apoderada en la carrera 11 No. 21-97 edificio Nieser oficina 202, Tunja y en el correo de 
notificaciones judiciales Lsandovalb@ugpp.gov.co.    
 

 

Del Señor (a) Juez, 

 

 
 
LAURA MARITZA SANDOVAL BRICEÑO 
C.C. 46.451.568 Duitama 
T.P. 139.667 C.S. de la J. 
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